
  

 
LORENZO TORRES RUSSY 

Magistrado Ponente 
 

PROCESO ORDINARIO PROMOVIDO POR CARLOS JULIO TINJACA 
AYALA y JUAN ANDRÉS TINJACA DÍAZ contra ADMINISTRADORA DE 
FONDO DE PENSIONES Y CESANTÍAS PORVENIR S.A. 
 

 RADICADO: 11001 31 05 028-2018-00048-01 
 
Bogotá D. C., veintiséis (26) de marzo de dos mil veintiuno (2021).  

 

SENTENCIA 
 

La Sala Sexta de Decisión Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial 

de Bogotá, procede a resolver el recurso de apelación concedido a favor 

PORVENIR S.A., contra la sentencia proferida por el Juzgado 28 Laboral del 

Circuito de Bogotá el 11 de junio de 2020. 

 

Por otra parte se advierte que los apoderados de las partes, presentaron 

escritos exponiendo sus alegatos de conclusión. 

 
I. ANTECEDENTES 

 
Pretenden los señores CARLOS JULIO TINJACA AYALA y JUAN ANDRÉS 

TINJACA DÍAZ, el reconocimiento y pago de la devolución de saldos, con 

ocasión a la muerte de su cónyuge y madre LUZ MARINA DIAZ CESPEDES, 

quien falleció el 30 de abril de 2007, junto con los intereses moratorios o 

indexación  y las costas del proceso.  
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II. CONTESTACION DE LA DEMANDA 
 
PORVENIR S.A., se opuso a la prosperidad de las pretensiones, bajo el 

argumento que los demandantes no allegaron la documentación necesaria 

para el estudio pensional, lo que imposibilitó realizar una investigación 

exhaustiva a fin de verificar la autenticidad de los documentos y establecer 

la existencia de los beneficiarios. Propuso las excepciones de cobro de lo no 

debido, inexistencia de obligación a cargo de mi representada por ausencia 

de los presupuestos y requisitos legales para tener derecho al 

reconocimiento y pago de la devolución de saldos e intereses moratorios 

reclamados por el demandante, prescripción, buena fe y compensación. (fls. 

103-114). 

 

 

III. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA 
 
El 11 de junio de 2020, el Juzgado profirió sentencia en el siguiente sentido:  

 

´PRIMERO: DECLARAR que el señor CARLOS JULIO TINJACA 
AYALA, identificado con C.C. 17-183-929 es beneficiario de la 
pensión de sobrevivientes en su calidad de cónyuge, con ocasión al 
fallecimiento de su esposa la señora LUZ MARINA DIAZ CESPEDES.  
 
SEGUNDO: CONDENAR a la demandada PORVENIR S.A. al 
reconocimiento y pago de la pensión de sobrevivientes en favor del 
señor CARLOS JULIO TINJACA AYALA, a partir del 30 de abril de 
2017, en cuantía de un SMLMV, junto con la mesada adicional de 
diciembre de cada año, debidamente indexadas. 
 
TERCERO: DECLARAR que el señor JUAN ANDRÉS TINJACA DÍAZ, 
no es beneficiario de la pensión de sobrevivientes. 
 
CUARTO: ABSOLVER a la demandada PORVENIR S.A. de las 
pretensiones incoadas por el señor JUAN ANDRES TINJACA DÍAZ. 
 
QUINTO: DECLARAR probados los medios exceptivos propuestos 
respecto del señor JUAN ANDRÉS TINJACA DÍAZ, y no probados 
frente al señor CARLOS JULIO TINJACA AYALA. 
 
SEXTO: SIN condena en costas en esta instancia.  
 

 

IV. RECURSO DE APELACION PARTE DEMANDADA  
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Indicó en síntesis que el demandante no logró demostrar que hubiese 

convivido con la afiliada para la fecha del fallecimiento, que el único 

testimonio que fue practicado, no dio cuenta de este presupuesto, además 

de resultar contradictorio con las declaraciones de partes rendidas por los 

accionantes. Así mismo precisó que, el actor aceptó no cumplir con los 

requisitos legales para la causación del derecho pensional, por lo que 

procedió a solicitar la devolución de saldos. Por último solicitó que, en caso 

de confirmarse la sentencia de primera instancia, se ordene los descuentos 

con destino al sistema de seguridad social en salud.  

 

V. CONSIDERACIONES 
 

En virtud de lo señalado en el artículo 66 del CPT y de la SS-principio de 

consonancia-, la Sala examinará si el señor CARLOS JULIO TINJACA AYALA, 

le asiste el derecho a recibir la pensión de sobrevivientes,  con ocasión al 

fallecimiento de su cónyuge LUZ MARINA DIAZ CESPEDES, por haber 

acreditado un término mínimo de convivencia previos al fallecimiento del 

afiliado.  

 

Para resolver este asunto, conviene recordar lo expuesto por la CSJ, Sala 

Laboral, en la sentencia con radicado No. SL16322-2014, radicación No. 

43184  del  veintiséis (26) de noviembre de dos mil catorce (2014). ´La 

pensión de sobrevivientes es una prestación autónoma, con estructura propia, 

cuya causa reside en la muerte de una afiliado o pensionado, y a  a a     

              a  a          a                   a           a         a 

              a   a     a              a  a a               ̗, con la 

condición de reunir los requisitos señalados en la Ley.µ Y que por regla 

general, ´la pensión de sobrevivientes se rige por la normatividad vigente a la 

fecha de la muerte del causante, en virtud de la aplicación inmediata de la ley 

 a   a .µ 

 

En este asunto no se encuentra en controversia que, la señora LUZ MARINA 

DIAZ CESPEDES, falleció el 30 de abril de 2017 (fl. 23), por lo que la norma 

para definir sobre los beneficiarios de la prestación que se reclama, es el 

artículo 47 de la Ley 100 de 1993, modificado por el artículo 13 de la Ley 797 

de 2003, que exige haber cotizado al sistema por lo menos 50 semanas 
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dentro de los tres años anteriores al fallecimiento, condición que cumplió el 

asegurado, como quiera que así da cuenta la relación de aportes-154,28 

semanas dentro de dicho lapso (folio 131)-y frente a los beneficiarios, 

establece lo siguiente: 

 

´En forma vitalicia, el cónyuge o la compañera o compañero 

permanente o supérstite, siempre y cuando dicho beneficiario, a la 

fecha del fallecimiento del causante, tenga 30 o más años de edad. 

En caso de que la pensión de sobrevivencia se cause por muerte del 

pensionado, el cónyuge o la compañera o compañero permanentes 

supérstite, deberá acreditar que estuvo haciendo vida marital con el 

causante hasta su muerte y haya convivido con el fallecido no menos 

de cinco (5) años continuos con anterioridad a su muer   («). 

 

Ahora, al analizar la norma transcrita, se desprende que el término de 

convivencia solo es predicable respecto del cónyuge o compañera (o) 

permanente del pensionado, mas no del afiliado, pues la misma norma en el 

literal a), cuando regula lo relativo a esta temática, advierte que en 

tratándose de la muerte de un pensionado, exige a su compañera (o) 

permanente o cónyuge la convivencia por un tiempo mínimo de cinco años. 

 

A este aserto arriba la Sala apoyado en las consideraciones expuestas en la 

exposición de motivos de la Ley 797 de 2003, en cuyo contenido se explicó: 

´(«) Adicionalmente se establece que el cónyuge o compañero peramente debe 

haber convivido con el pensionado por lo menos cuatro años antes del 

fallecimiento con el fin de evitar fraudesµ (resaltado de la Sala). 

 

Así mismo, en el trámite del Proyecto de Ley n.°56 Senado y 55 Cámara, 

ambos del 2002, el Senador Ponente, en el primer debate hizo los siguientes 

comentarios: 

 

´ a            a         a          a               cónyuges 

sobrevivientes luego de la muerte de un afiliado y los cónyuges 

sobrevivientes cuando se trata de la muerte de un pensionado. 
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La razón de la discriminación es la presunción de la mala fe, que 

contradice la presunción de buena fe constitucionalmente consagrada. 

 

No puede resultar valida la discriminación que se soporta en el querer 

evitar defraudaciones al sistema. Si fallece un afiliado, el cónyuge 

sobreviviente no está obligado a demostrar la convivencia, ni por un 

día con el causante, pero si fallece un pensionado, al cónyuge se le 

impone la carga de haber convivido por lo menos cuatro años con el 

       a          a                      a a   µ 

 

Así las cosas, la hermenéutica del artículo 13, literal a) de la Ley 797 de 

2003, permite colegir que en caso de fallecimiento de un afiliado al 

sistema general de pensiones, su cónyuge o compañera (o) permanente no 

están en la obligación de demostrar el termino mínimo de cinco años de 

convivencia.  

 

Pese a lo anterior, esto es, que en tratándose de un afiliado su cónyuge o 

compañera permanente no debe demostrarse un término mínimo de 

convivencia, empero ello no descarta el acreditar la conformación del 

núcleo familiar, con vocación de permanencia, vigente para el momento de 

la muerte, así lo explico la Sala de Casación Laboral, en sentencia con 

radicación n.°77327 de 2020: 

 

´E                   a      a          a   q            a  

análisis hasta aquí efectuado, de lo dispuesto en el literal a) del 

art. 13 de la Ley 797 de 2003, para ser considerado beneficiario 

de la pensión de sobrevivientes, en condición de cónyuge o 

compañero o compañera permanente supérstite del afiliado al 

sistema que fallece, no es exigible ningún tiempo mínimo de 

convivencia, toda vez que con la simple acreditación de la calidad 

exigida, cónyuge o compañero (a), y la conformación del núcleo 

familiar, con vocación de permanencia, vigente para el momento 

de la muerte, se da cumplimiento al supuesto previsto en el literal 

de la norma analizado, que da lugar al reconocimiento de las 

prestaciones derivadas de la contingencia, esto es, la pensión de 

sobrevivientes, o en su caso, la indemnización sustitutiva de la 
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misma o la devolución de saldos, de acuerdo al régimen de que se 

trate, y el cumplimiento de los requisitos para la causación de una 

     a      a    .µ  

 

Realizadas las anteriores precisiones, y descendiendo al caso objeto de 

análisis, se tiene que el señor CARLOS JULIO TINJACA AYALA, reclamó en 

principio la devolución de saldo, con ocasión a la muerte de su cónyuge. Sin 

embargo, el Juez de Primera instancia, consideró que el actor, en calidad de 

esposo de la afiliada, tenía derecho a la pensión de sobrevivientes, decisión 

que fue refutada por la pasiva, al considerar que el actor no demostró 

convivencia con la asegurada para el momento del fallecimiento.  

 

En este orden tenemos que el demandante y la señora LUZ MARINA DIAZ 

CESPEDES, contrajeron matrimonio el día 18 de julio de 2015 (folio 29). Que 

de dicha unión procrearon un hijo de nombre JUAN ANDRÉS TINJACA 

DIAZ, quien nació el 4 de agosto de 1984 (folio 22). 

 

Ahora, en cuanto a la vocación de permanencia entre la pareja en mención, 

se escuchó el testimonio de la señora Yudy Melinda Fernández Vaquero, 

quien afirmó conocer al demandante y a su cónyuge desde el año 2012, 

adujo que desde que ello ocurrió ellos convivieron e incluso que durante los 

últimos años de vida de la afiliada, el accionante sufragó los gastos del 

hogar, toda vez que ocasión a la enfermedad, su esposa no pudo seguir 

laborando: ´Si señora ellos compartieron hasta el ultima día del fallecimiento 

de la señora, ella falleció en su casa, y él era el último que estaba con ella, es 

más él fue el que nos avisó del fallecimiento de la señora, ellos todos el tiempo 

desde que los conozco siempre han vivido juntosµ 

 

Ast mismo la mencionada testigo enunciy: ´la señora Luz Marina cuando yo 

la conocí ella trabajaba, pero pues a causa de su enfermedad dejo de 

trabajar, como en el 2015, me parece no estoy muy segura, y desde entonces 

siempre donde Carlos ha vivido aportando todo lo que ella requirió en sus 

medicamentos, y en toda su parte de manutención, pago de arriendo, 

vivienda, todo, él siempre se hizo cargo de todos los gastos de la señora, aun 

de los pago de salud y pensión, cuando ella no trabajabaµ («) ´Si, lo que pasa 

es que el señor Carlos Julio, ellos siempre vivieron en unión marital de hecho, 
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pero debido a la enfermedad de la señora Luz Marina, ella tenía el deseo, de 

casarse y pues debido a que el diagnostico no era muy favorable, quiso 

cumplir un deseo de ella y ellos se casaron por eso esta fecha, quisieron hacer 

su unión, por la iglesia  a     aµ 

 

Finalmente la señora FERNÁNDEZ VAQUERO, en su testimonio indicy: ´Si 

señora, ellos vivían siempre vivieron juntos, cuando yo los conocí vivían en la 

casa de la señora Gloria, la señora era la ama de llaves, y él era el conductor, 

vivían en la misma casa, y cuando la señora ya estuvo muy enferma, creo que 

fue en el 2016, fueron a vivir en una casa en su casa que era en Casa Linda, 

su casa, que era la propiedad de ellos y luego que tuvieron que venderla y se 

fueron a vivir en arriendo a la primera de mayo con 68, siempre estuvieron 

         j     µ 

  

El anterior material probatorio resulta suficiente para concluir que el 

demandante ostentó la calidad de cónyuge de la afiliada fallecida, y acreditó 

haber conformado un núcleo familiar con ella, con vocación de permanencia, 

hasta el momento de la muerte, razón por la cual le asiste el derecho al 

reconocimiento de la pensión de sobrevivientes, a partir del 30 de abril de 

2017, en la cuantía establecida por el A-quo, esto es, en un Salario Mínimo 

Legal Mensual Vigente, al no ser objeto de controversia en esta instancia, 

precisando, que de conformidad con lo dispuesto en los artículos 157 y 203 

de la Ley 100 de 1993, que consagran que los pensionados y jubilados 

tienen la calidad de afiliados obligatorios al Sistema General de Seguridad 

Social en Salud, mediante el régimen contributivo, se deberá realizar los 

descuentos al sistema de seguridad social en salud. 

 

Por último, sea oportuno señalar, que el suscrito Magistrado Ponente, a 

pesar del criterio que venía exponiendo frente al requisito de convivencia  

aún en tratándose de afiliado o pensionado, vuelve a retomar a partir de la 

presente decisión, la posición que adoptó el 29 de septiembre de 2011, 

dentro del proceso ordinario 031-2010-00346, donde figuraba como 

demandante YULI VIVIANA ROMERO LOZANO contra BBVA HORIZONTE 

S.A.  
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Por lo expuesto, la sentencia de primera instancia será modificada, en el 

entendido de que PORVENIR S.A., deberá realizar de la mesada pensional 

que reconocerá al actor,  los descuentos de ley con destino al sistema de 

seguridad social en salud, mientras que en lo demás se confirmará.  

 

Costas. Sin costas en esta instancia  

 

En mérito de lo expuesto, la Sala Sexta Laboral del Tribunal Superior 
del Distrito Judicial de Bogotá, D. C., administrando justicia en nombre 
de la República y por autoridad de la Ley,  
 

RESUELVE: 
 

PRIMERO: MODIFICAR la sentencia proferida por el Juzgado Veintiocho 

Laboral del Circuito de Bogotá, el 11 de junio de 2020, en el entendido que 

PORVENIR S.A. deberá realizar de la mesada pensional que reconocerá al 

actor, los descuentos de ley con destino al sistema de seguridad social en 

salud,  conforme se expuso. 
 
SEGUNDO: CONFIRMAR en lo demás la sentencia recurrida. 

 

TERCERO: Sin costas en esta instancia.  

 

Esta decisión se notifica en EDICTO. 

 

Los Magistrados, 

 
LORENZO TORRES RUSSY  

 
 

MARLENY RUEDA OLARTE  
 

 
MANUEL EDUARDO SERRANO BAQUERO  

 
ÚLTIMA HOJA DEL PROCESO ORDINARIO N.°028 -2018-00048-01, PROMOVIDO POR CARLOS JULIO TINJACA 
AYALA CONTRA PORVENIR S.A. 

ACLARO VOTO
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LORENZO TORRES RUSSY 

Magistrado Ponente 

 

 

PROCESO ORDINARIO PROMOVIDO POR RUBIELA QUEBRADA TABARES 

contra ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES-COLPENSIONES  

 

RADICADO: 11001 3105 030 2019 00060 01. 

 

Bogotá D. C., veintiséis (26) de marzo de dos mil veintiuno (2021).  

 

SENTENCIA 

 

La Sala Sexta de Decisión Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de 

Bogotá, procede a resolver el recurso de apelación concedido a favor del 

demandante, contra la sentencia proferida por el Juzgado Treinta Laboral del 

Circuito de Bogotá D.C., el 09 de marzo de 2020. 

 

Así mismo, se advierte que las partes dentro del término concedido, 

presentaron escrito exponiendo sus alegatos de conclusión. 

 

I. ANTECEDENTES 

 

Pretende la demandante, la reliquidación de su pensión de jubilación a partir 

del 1 de junio de 2016, teniendo en cuenta lo dispuesto en el artículo 1 de la 

Ley 33 de 1985, por ser beneficiaria del régimen de transición, indexación y 

costas del proceso. Sustentó sus pretensiones en que Colpensiones, a través de 

la Resolución GNR 412564 del 18 de diciembre de 2015, le reconoció pensión 

de vejez, bajo los parámetros establecidos en la Ley 797 de 2003, pero 
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supeditando el pago al retiro del servicio, lo que ocurrió el 1 de junio de 2016, 

en una cuantía equivalente a $2.837.789. Aseguró que la entidad de seguridad 

social desconoció que era beneficiaria del régimen de transición, ya que nació 

el 25 de mayo de 1956 y acreditó 1454 semanas antes de la entrada en 

vigencia del Acto Legislativo 01 de 2005.  

 

II. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA 

 

COLPENSIONES, se opuso a la prosperidad de las pretensiones, como aparece 

de folio 97 a 101, bajo el argumento que concedió la pensión de vejez, bajo los 

lineamientos establecidos en la Ley 797 de 2003, al ser más favorable para la 

afiliada, por cuanto la tasa de reemplazo ascendía a 77.86%. Propuso las 

excepciones de inexistencia del derecho, cobro de lo no debido, prescripción, 

buena fe, innominada o genérica.  

 

III. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA 

El 09 de marzo de 2020, el Juzgado profirió sentencia, en la que indicó:  

 
“PRIMERO: DECLARESE probada la excepción de COBRO DE LO 
NO DEBIDO, planteada por la accionada. 
 
SEGUNDO: ABSUÉLVASE a la demandada ADMINISTRADORA 
COLOMBAIANA DE PENSIONES-COLPENSIONES de todas y cada una 
de las pretensiones incoadas en la demanda por la señora RUBIELA 
QUEBRADA TABARES, conforme lo expuesto en la parte motiva de 
esta providencia.  
 
TERCERO: CONDENESE EN COSTAS  de esta instancia a la 
demandante RUBELIA QUEBRADA TABARES y a favor de la entidad 
demandada. Por Secretaría practíquese la liquidación de costas, 
incluyendo por concepto de agencias en derecho la cantidad de 
$400.000 
 
CUARTO: CONSULTESE la presente decisión ante la Sala Laboral del 
Honorable Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, por salir 
adversa a los intereses de la parte actora.  
 

 

IV. RECURSO DE APELACION PARTE DEMANDANTE 
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Insiste en que es beneficiaria del régimen de transición, y que su régimen 

anterior es la Ley 33 de 1985, ya que laboró por más de 20 años al sector 

público y  acreditó 55 años de edad. Así mismo, solicita se analice la 

liquidación efectuada por el Juzgado de Primera Instancia, ya que en su 

concepto la mesada pensional asciende a la suma de $4.006.979. 

 

V. CONSIDERACIONES 

 

En virtud de lo señalado en los artículos 66ª del CPTSS, la Sala examinará si a 

la demandante le asiste el derecho a que le sea reconocida una pensión de 

vejez, de conformidad con lo dispuesto en la Ley 33 de 1985. 

 

En esta instancia se encuentra probado que la actora para el 1º de abril de 

1994, fecha de entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993, contaba con 37 años 

de edad, pues nació el 25 de mayo de 1956, según el documento de 

identificación que obra a folio 2 del plenario, situación que la hace beneficiaria 

del régimen de transición, además de prolongar la vigencia del mismo hasta el 

31 de diciembre de 2014, tal como lo prevé el Acto Legislativo 01 de 2005, en la 

medida que para la calenda en que entró en vigencia este precepto jurídico, 

acreditaba 25 años, 8 años y 1 día de servicios prestados al sector público, por 

lo que es posible estudiar su situación pensional a la luz de la Ley 33 de 1985.  

 

La referida norma, consagra como requisitos para acceder al reconocimiento de 

la pensión de vejez, cincuenta y cinco años de edad (55)  y 20 años continuos o 

discontinuos de servicio al sector público. 

 

Frente al cumplimiento de estos dos requisitos, la Sala de Casación Laboral en 

la sentencia con radicación n.°73273 de 2017, ha establecido, que tanto la 

edad y el número de semanas, son presupuestos que se deben acreditar por 

parWe del afiliado para obWener el derecho pensional: ´Es este el sentido natural 

y obvio que emana de una lectura desprevenida de la norma jurídica, según la 

cual la adquisición del derecho a la pensión de vejez, está supeditada a la 

satisfacción de los 2 requisitos allí consagrados, por manera que hasta tanto no 

los cumpla, no puede decirse que el derecho ha nacido, ni que el cumplimiento de 

uno de ellos, permite que el afiliado conserve invariable, per sécula seculorum, la 

condición faltante, en los términos en que estaba concebida cuando satisfizo la 

RWUa e[igencia.µ 
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En el presente asunto, la demandante cumplió 55 años de edad, el 25 de mayo 

de 2011, fecha para la cual contaba con 28 años, 4 meses y 19 días de 

servicios prestados al Fondo Nacional del Ahorro, esto es, al sector público, por 

lo que en principio tendría derecho al beneficio pensional contemplado en el 

artículo 1 de la Ley 33 de 1985, de no ser porque efectuadas las operaciones 

aritméticas a fin de determinar el ingreso base de liquidación, se tiene que en 

nada erró la entidad de seguridad social en reconocer la pensión de vejez, bajo 

los parámetros de la Ley 797 de 2003, al resultar más favorable para la 

afiliada. 

 

Lo anterior por cuanto, una vez efectuadas las operaciones, con apoyo del 

grupo liquidador, se obtuvo un IBL actualizado al año 2016-fecha del retiro del 

servicio-de $3.646.383.20, que al aplicarle una tasa de reemplazo del 75%, 

arrojó una mesada pensional de $2.734.787.40, mientras que 

COLPENSIONES, reconoció una en la suma de $2.837.789 (folio 28). 

 

Cálculo Ultimos Diez Años de Vida Laboral 

AÑO Nº. Días IPC 
inicial 

IPC 
final 

Factor de 
indexación 

Sueldo 
promedio 
mensual 

Salario 
actualizado Salario anual 

2006 209 84,103 126,15 1,500 $ 2.420.802,44 $ 3.631.062,18 $ 25.296.399,86 

2007 360 87,869 126,15 1,436 $ 2.478.981,50 $ 3.558.960,32 $ 42.707.523,85 

2008 360 92,872 126,15 1,358 $ 2.620.036,00 $ 3.558.824,13 $ 42.705.889,56 

2009 360 100,000 126,15 1,261 $ 2.820.939,67 $ 3.558.599,87 $ 42.703.198,49 

2010 360 102,002 126,15 1,237 $ 2.877.416,67 $ 3.558.608,78 $ 42.703.305,41 

2011 360 105,237 126,15 1,199 $ 2.968.333,33 $ 3.558.210,08 $ 42.698.520,92 

2012 360 109,157 126,15 1,156 $ 3.155.333,33 $ 3.646.510,13 $ 43.758.121,53 

2013 360 111,816 126,15 1,128 $ 3.298.416,67 $ 3.721.241,55 $ 44.654.898,60 

2014 360 113,983 126,15 1,107 $ 3.463.166,67 $ 3.832.837,58 $ 45.994.050,94 

2015 360 118,152 126,15 1,068 $ 3.572.416,67 $ 3.814.236,76 $ 45.770.841,17 

2016 151 126,149 126,15 1,000 $ 3.690.046,36 $ 3.690.046,36 $ 18.573.233,33 
Total 
días 3600 Total devengado actualizado a: 2016 

$ 
437.565.983,66 

Total 
semanas 514,29 Ingreso Base Liquidación $ 3.646.383,20 

Total 
Años 10,00 Porcentaje aplicado 75% 

  
Primera mesada $ 2.734.787,40 

  
Salario Mínimo Mensual Legal Vigente Año 2016 $ 689.454,00 

 

 

Adicionalmente, de los actos administrativos vistos de folio 7 a 41, se corrobora 

que COLPENSIONES, no desconoció que la demandante era beneficiaria del 

régimen de transición y que su régimen anterior era la Ley 33 de 1985, pero 



Proceso ordinario n.°030-2019-00060-01 
Rubiela Quebrada Tabares vs Ugpp  

 

5 
 

que le era más favorable la Ley 797 de 2003, como quiera que la tasa de 

reemplazo ascendía a 77.86%, por lo que procedió a reconocer la prestación 

bajo esta última normativa. 

 

En este orden de ideas, al no proceder la reliquidación pretendida, la sentencia 

de primera instancia será confirmada.  

 

Costas Sin costas en esta instancia. 

 

En mérito de lo expuesto, la Sala Sexta de Decisión Laboral del Tribunal 

Superior del Distrito Judicial de Bogotá, D. C., administrando justicia en 

nombre de la República y por autoridad de la Ley, 

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia de fecha 09 de marzo de 2020, proferida 

por el Juzgado Treinta Laboral del Circuito de Bogotá, de conformidad con lo 

aquí expuesto. 

 

SEGUNDO: Sin costas en esta instancia.  

 

La presente sentencia queda notificada en Edicto. 

 

Los Magistrados  

 

LORENZO TORRES RUSSY  

 

 

 

MARLENY RUEDA OLARTE 

 

 

 

MANUEL EDUARDO SERRANO BAQUERO  

 

Última hoja del proceso ordinario n.°030-2019-00060, promovido por Rubiela Quebrada Tabares 
vs Colpensiones (confirma) 
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N° 028 2019 00604 01 

Fermín Mateus Guerrero 
 vs. Colpensiones 

 
 

 

 
LORENZO TORRES RUSSY 

Magistrado Ponente 
 
 

PROCESO ORDINARIO PROMOVIDO POR FERMIN MATEUS GERRERO contra 
ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES COLPENSIONES. 
 
RADICADO: 11001 3105 028 2019 00604 01 
 
 
Bogotá D. C., veintiséis (26) de marzo de dos mil veintiuno (2021). 
 
 

SENTENCIA 
 
La Sala Sexta de Decisión Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de 

Bogotá, procede a resolver el grado jurisdiccional de consulta a favor de la parte 

demandante frente a la sentencia proferida por el Juzgado Veintiocho Laboral del 

Circuito de Bogotá D.C., el 4 de noviembre de 2020. 

 

La apoderada de la entidad demandada solicitó confirmar la decisión proferida en 

primera instancia, en razón a que los incrementos pensionales por personas a 

cargo desaparecieron de la vida jurídica con la expedición de la Ley 100 de 1993. 

 

I. ANTECEDENTES 
 

Solicitó el demandante, el reconocimiento de los incrementos del 14% por cónyuge 

a cargo previstos en los artículos 21 y 22 del Decreto 758 de 1990, con efectividad 

al 1º de enero de 2016. 

 
Como sustento de sus pretensiones manifestó que mediante la Resolución VPB 

567 del 6 de enero de 2016 le fue reconocida pensión de vejez a partir del 1º de 
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enero de ese año; en aplicación del Acuerdo 049 de 1990 aprobado por el Decreto 

758 de ese año; informó que contrajo matrimonio el 8 de diciembre de 2000 y por 

convivir con su cónyuge quien depende económicamente de él, reclamó ante la 

entidad demandada el reconocimiento y pago de los incrementos pensionales 

pretendidos en la demanda con radicado 2019-4011688 del 27 de marzo de 2019 

los que fueron negados. 

 

II. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA 
 
COLPENSIONES, dio contestación mediante escrito incorporado a folios 33 a 37, 

en el que se opuso a la prosperidad de las pretensiones, al manifestar que de 

acuerdo con la sentencia de Unificación 140 de 2019 el derecho a los incrementos 

pensionales por personas a cargo desapareció de la vida jurídica. Propuso las 

excepciones de inexistencia del derecho, cobro de lo no debido, incompatibilidad 

de intereses moratorios e indexación, prescripción, buena fe y la genérica.  

 

III. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA 
 

El 4 de noviembre de 2020, el Juzgado Veintiocho Laboral del Circuito de Bogotá, 

profirió sentencia en la que resolvió: 

 

´PRIMERO: ABSOLVER a la demandada ADMINISTRADORA DE PENSIONES 
COLPENSIONES de la totalidad de las pretensiones incoadas en su contra por la 
parte actora, conforme lo considerado en la parte motiva de esta sentencia.  
SEGUNDO: DECLARAR probadas las excepciones formuladas por la demandada 
denominadas inexistencia del derecho y cobro de lo no debido. 
TERCERO: COSTAS en esta instancia a cargo de la parte demandante y a favor de 
la demandada, señalando como agencias en derecho la suma de $100.000. 
CUARTO: En caso de no ser apelada la presente decisión, se debe consultar con el 
SXSeUiRU.µ 
 
Como sustento de su decisión la Juez a quo, señaló que la sentencia SU 140 de 

2019, proferida por la Corte Constitucional determinó que los incrementos 

pensionales por personas a cargo previstos en el Decreto 758 de 1990, fueron 

objeto de derogatoria orgánica y dejaron de existir; pronunciamiento que consideró 

de obligatorio cumplimiento y por ello al no haber consolidado el demandante su 
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derecho pensional antes de la promulgación de la Ley 100 de 1993 no tiene derecho 

a lo pretendido. 

 
CONSIDERACIONES 

 
De acuerdo con lo previsto en el artículo 69 del C.P.T. y S.S.- grado jurisdiccional 

de consulta-, la Sala estudiará si al demandante le asiste el derecho al 

reconocimiento de los incrementos del 14% por cónyuge a cargo. 

 

No fue objeto de controversia el reconocimiento pensional que efectuó 

Colpensiones al actor mediante la Resolución N° VPB 567 del 6 de enero de 2016 

a partir del 1º de enero de 2016 bajo las premisas del Decreto 758 de 1990, al 

determinar que el afiliado era beneficiario del régimen de transición previsto en el 

artículo 36 de la Ley 100 de 1993 (fls. 18-21) 

 

Pasa entonces la Sala a revisar la procedencia de los pretendidos incrementos 

pensionales por personas a cargo que fueron establecidos por el Acuerdo 049 de 

1990, aprobado por el Decreto 758 de la misma anualidad, respecto de los cuales 

resulta evidente la absolución que dispuso el Juzgado, al corresponder a una 

decisión que tiene fundamento en la sentencia de Unificación SU-140 de 2019, 

mediante la cual la H. Corte Constitucional cambió radicalmente la línea 

jurisprudencial fijada frente a ese tema y determinó que dichos incrementos fueron 

objeto de derogatoria orgánica a partir de la entrada en vigencia de la Ley 100 de 

1993, así mismo dispuso que el derecho se mantiene para aquellos pensionados 

que cumplieron los requisitos para adquirir su pensión antes del 1º de abril de 

1994, situación en la que no se encuentra el demandante, por lo cual se confirmará 

la sentencia consultada. 

 
Sin Costas en la consulta. 

 
DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, la Sala Sexta Laboral del Tribunal Superior del 
Distrito Judicial de Bogotá, D. C., administrando justicia en nombre de la 
República y por autoridad de la Ley,  
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RESUELVE: 

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia consultada proferida por el Juzgado 

Veintiocho Laboral del Circuito de Bogotá, el 4 de noviembre de 2020, conforme se 

expuso. 

 
SEGUNDO: SIN COSTAS en la consulta. 

 

Esta decisión se notificará mediante edicto. 

  

Los Magistrados,  

 

 

 

LORENZO TORRES RUSSY 
 
 
 
 

MARLENY RUEDA OLARTE 
 
 
 
 

MANUEL EDUARDO SERRANO BAQUERO 
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LORENZO TORRES RUSSY 
MAGISTRADO PONENTE 

 

 

APELACIÓN DE SENTENCIA EN EL PROCESO ORDINARIO LABORAL 
PROMOVIDO POR DULMA CAROLINA VARGAS ACERO contra 
PRESENCIA LABORAL S.A.S 
 

EXPEDIENTE N° 11001 3105 016 2017 00183 02 
 

Bogotá D.C., veintiséis (26) de marzo de dos mil veintiuno (2021) 

 
 
La Sala Sexta de Decisión Laboral del Tribunal Superior del Distrito 

Judicial de Bogotá, procede a resolver el recurso de apelación presentado 

por el apoderado de la parte demandada contra a la sentencia proferida 

por el Juzgado Dieciséis Laboral del Circuito de Bogotá D.C., el 25 de 

septiembre de 2020.  

 

En esta instancia el apoderado de la demandante allegó escrito de 

alegaciones en el que solicitó confirmar la sentencia recurrida por la parte 

demandada al haber sido proferida de acuerdo con los hechos probados. 

 

I. ANTECEDENTES 
 
La demandante pretendió ser reintegrada nuevamente en la empresa 

demandada, en un cargo igual o superior al que venía desempeñando al 

momento de la finalización del contrato, el cual debería estar acorde a su 

estado de salud actual y bajo la misma modalidad contractual anterior, 

vinculación que solo podría terminar en caso de mantenerse las 
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condiciones de limitación de su salud previo a autorización del Inspector 

del Trabajo. Solicitó, que de conformidad con la sentencia proferida por el 

Juzgado Cuarenta y Cuatro Penal Municipal con Función de Control De 

Garantías, de fecha 2 de diciembre de 2016, se condene a la demandada 

a reconocer y apagar a su favor las prestaciones y emolumentos que se 

deriven del reintegro, excluidos los correspondientes a seguridad social; 

asimismo se le ordene a la demandada continuar con el pago de seguridad 

social tendiente a garantizar la continuidad de su tratamiento, igualmente 

reclamó el pago de la indemnización prevista en el artículo 26 de la Ley 

361 de 1997 por haber sido despedida en condición de discapacidad; 

solicitó la indexación de las sumas correspondientes a las condenas. 

 
 
Como fundamentos fácticos manifestó que desde el año 2015 fue 

diagnosticada con problemas renales y se vinculó laboralmente con la 

sociedad demandada mediante contrato de trabajo por obra o labor a 

partir del 6 de julio de 2016 en el cargo de Coordinadora Administrativa 

y Financiera para realizar su labor en la empresa COLOMBITRADE S.A.S. 

con un salario de $1·250.000 y un auxilio de movili]aciyn de $150.000 

pagos en forma mensual; informó que el 2 de agosto de 2016 le fueron 

practicados unos procedimientos médicos que le generaron incapacidad 

desde esa fecha y hasta el 3 de noviembre de 2016, por lo que debía 

regresar a laboral el 4 de noviembre de 2016, pero en razón al 

fallecimiento de su abuela se generó licencia por luto de 5 días, siendo 

terminado su contrato de trabajo por la demandada a partir del 10 de 

noviembre de 2016, fecha en que aún se encontraba en tratamiento 

médico por lo cual promovió acción de tutela en la que mediante sentencia 

del 2 de diciembre de 2016 el juez constitucional amparó sus derechos 

fundamentales a la estabilidad laboral reforzada y al mínimo vital y 

dispuso su reintegro laboral al cargo que venía desempeñando con 

antelación al despido, así  mismo determinó que el pago de las 

prestaciones sociales y demás emolumentos laborales derivados del 

reintegro podrían ser exigidos ante la jurisdicción ordinaria; sostuvo que 

para la fecha de presentación de la demanda aún tiene pendientes 

tratamientos y consultas médicas.  



3 
Ordinario Apelación Sentencia 

Rad. N° 016 2017 00183 02 
Dulma Carolina Vargas Acero 

vs. Presencia Laboral S.A.S. 
 

 
II. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA 

 
PRESENCIA LABORAL S.A.S. dio contestación mediante escrito que obra 

a folios 168 a 189, en el cual se opuso a todas las pretensiones de la 

demanda, con la manifestación de haber dado cumplimiento a lo 

ordenado en la sentencia de tutela, para lo cual fue vinculada nuevamente 

a laborar a partir del 27 de enero de 2017, para prestar sus servicios 

directamente a la empresa demandada en la medida que la empresa 

usuaria dio por terminada la obra contratada. Afirmó que se le hicieron 

todos los pagos derivados del reintegro. Propuso como excepción previa la 

de cosa juzgada, la cual declaró no probada el Juzgado; de igual forma 

excepcionó cobro de lo no debido, buena fe, falta de legitimación por activa 

y pasiva, por ausencia de interés jurídico o sustracción de materia, 

inexistencia de situación de discapacidad y hecho superado. 

 

Por otra parte, aceptó la existencia de la relación laboral entre las partes 

ya que se dio la vinculación por medio de contrato de trabajo de fecha 6 

de julio del 2016, así como también el salario pactado equivalente a 

$1.250.000, acepto que envió a la demandante en misión a la empresa 

entidad Colombitrade S.A.S., al ser la demanda una empresa de servicios 

temporales, aceptó también la finalización unilateral del contrato de 

trabajo por su parte el 10 de noviembre de 2016; respecto de los hechos 

acepta así mismo que tiene conocimiento de las sentencias de tutela y la 

decisión proferida por el Juzgado Cuarenta y Cuatro Penal Municipal con 

Función de Control de Garantías, en la cual se ordenó el reintegro de la 

demandante al considerar que la misma se encontraba amparada al 

momento de la terminación del contrato por la garantía de estabilidad 

laboral reforzada consagrada en el artículo 26 de la Ley 361 de 1997; 

respecto de la orden de tutela sostuvo que se dio el respectivo 

cumplimiento el 27 de enero de 2017, con el reintegro de la demandante. 

Manifestó que demandante no goza de dicha  estabilidad, ya que al 

momento de su desvinculación no reunía las condiciones para su 

configuración; citó  jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia Sala 

de Casación Laboral, para sostener que se exige un 15% de pérdida de 
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capacidad laboral certificado a fin de obtener dicha protección, sin que al 

momento de terminación del contrato existiera dictamen que permitiera 

establecer la pérdida de capacidad laboral y reiteró que la terminación del 

contrato se dio en su momento por la finalización de la obra labor 

otorgada por la empresa usuaria. 

 
III. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA 

 
El 25 de septiembre de 2020., el Juzgado Dieciséis Laboral del Circuito 

de Bogotá profirió sentencia en la que resolvió: 

 

´PRIMERO: DECLARAR que existe un contrato de trabajo entre las partes 
que rige desde el 6 de julio de 2016 y el cual se dio por terminado por parte 
de la demandada el 10 de noviembre del año 2016 y frente a lo cual el 
Juzgado declara sin valor ni efectos la mencionada terminación del contrato 
declarándolo ineficaz, en razón de que la demandante se encontraba para 
tal fecha como beneficiaria de la estabilidad laboral reforzada por su 
estado de salud, conforme al artículo 26 de la Ley 361 de 1997. 
SEGUNDO: CONDENAR a la demandada a reintegrar a la demandante a 
un cargo de igual o superior jerarquía al que desempeñaba al momento del 
despido con respecto a su estado de salud y conforme a las labores que 
pueden ser desempeñadas por ella de acuerdo con las recomendaciones 
médicas de las entidades del sistema de seguridad social integral en salud. 
TERCERO: CONDENAR a la demandada PRESENCIA LABORAL  S.A.S a 
pagar a la demandante los siguientes salarios y prestaciones sociales 
dejados de percibir durante la época en que estuvo vigente el despido, que 
correspondió al término comprendido del 11 de noviembre de 2016 al 26 
de enero del año 2017: 
 

a) SALARIOS $ 3.166.667 
b) PRIMA DE SERVICIOS $ 263.889 
c) AUXILIO DE CESANTÍAS $ 263.889  
d) INTERESES A LAS CESANTÍAS $ 6.685 
e) VACACIONES $ 131.944. 

 
CUARTO: CONDENAR a la demandada Presencia Laboral S.A.S a reconocer 
y pagar a la demandante la suma de $ 7.500.000 moneda corriente 
correspondiente a la sanción establecida en el artículo 26 de la Ley 361 de 
1997 
QUINTO: DECLARAR parcialmente probada la excepción de inexistencia de 
la obligación, en cuanto que se declara que el reintegro de la trabajadora 
se produjo el 27 de enero del 2017 y se declaran no probadas las demás 
excepciones propuestas por la parte demandada. 
SEXTO: CONDENAR a la parte demandada a que los valores condenados 
sean indexados al momento de su pago acudiendo para estos fines al 
índice de precios al consumidor certificados por el DANE, teniendo como 
índice inicial el de la fecha de reintegro de la trabajadora el 27 de enero de 
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2017 y como índice final aquel que corresponda a la fecha en que 
efectivamente se haga el pago de tales condenas a la demandante. 
SÉPTIMO: CONDENAR en costas a la parte demandada practíquese la 
liquidación por secretaria incluyendo el monto de un SMLV como valor de 
las agencias en derecho.µ 
 

Como sustento de su decisión y luego de referirse a las pruebas 

recaudadas en el curso del debate probatorio, consideró el Juez que de 

conformidad con la Ley 50 de 1990 la demandada al ser constituida como 

una empresa de servicios temporales es reconocida como empleador de la 

demandante y que entre las partes se suscribió un contrato de trabajo 

por obra o labor desde el 6 de julio de 2016, en el que la demandante fue 

enviada en misión a la empresa Colombitrade S.A.S., para desempeñar el 

cargo de coordinadora administrativa y financiera. Acerca de la aplicación 

de la estabilidad laboral reforzada, argumentó que de conformidad con el 

criterio de la Corte Constitucional, no es necesario que exista una 

calificación de pérdida de capacidad laboral y que la misma tenga un 

determinado porcentaje para obtener dicha estabilidad, ya que basta con 

demostrar que la salud del operario se vea reducida de manera 

significativa, al punto que se le dificulte la realización de las labores 

contratadas, situación que encontró probada por lo que se consideró que 

para el caso se debe aplicar, teniendo en cuenta su estado de salud, ya 

que las varias incapacidades aportadas al expediente datan entre el 18 de 

octubre de 2016 y todo el año 2017; adicionalmente señaló que revisada 

la historia clínica de la trabajadora se verifican varios diagnósticos 

clínicos, que dan cuenta de su precario estado de salud, además de haber 

sido sometida a un procedimiento quirúrgico en agosto de 2016, y con ese 

fundamento señaló que no se trata de una afección menor, sino que por 

el contrario se evidenció una situación sumamente incapacitante que le 

dificulta sustancialmente la realización de las tareas, por lo cual accedió 

a las pretensiones de la demanda. 

 

IV. RECURSO DE APELACIÓN PARTE DEMANDADA 
 

El apoderado de la sociedad demandada recurrió la sentencia para lo cual 

manifestó que en la primera instancia, µsi bien se habló de la ineficacia 
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del despido, es de resaltar la operatividad de las empresas temporales y 

usuarias en el momento de la finalización de una obra o labor determinada 

de un trabajador enviado en misión; sostuvo que en este caso , está 

claramente demostrado que la desvinculación tuvo lugar por la terminación 

de la obra o labor, si bien pudo haberse presentado de forma desacertada 

por parte de la empresa usuaria la información a la temporal, es realmente 

en cuanto a la redacción de la empresa usuaria, pero que se corrige Inter 

partes y no con el trabajador mediante la comunicación de terminación de 

obra por parte de la empresa de servicios temporales a la trabajadora, tal 

como está demostrado a folio 25, por tanto la causal existente para la 

terminación del contrato de trabajo se circunscribe a la terminación de la 

obra informada por la empresa usuaria en su momento a la empresa de 

servicios temporales y a su vez por esta a la trabajadora, quien vale la pena 

resaltar, si bien se presentan sus incapacidades de 31 de octubre al 3 de 

noviembre, en los anexos de la demanda, de las mismas no se tenía 

conocimiento por parte de la demandada al momento de la desvinculación 

de la trabajadora; por tanto si bien se puede tener a hoy esa relación de 

fechas e incapacidades, en la fecha no se tenía conocimiento de esa 

situación; es claro que la trabajadora al momento de la terminación no 

estaba imposibilitada para desarrollar alguno de los cargosµ; hi]o 

referencia a jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia para 

manifestar que la invocación de una justa causa legal excluye de suyo 

que la ruptura del vínculo laboral estaba basada en el prejuicio de la 

discapacidad del trabajador, criterio según el cual no es obligatorio acudir 

al Inspector de trabajo, pues al presentarse una justa causa de despido 

se enerva la presunción discriminatoria, porque esa decisión se soporta 

en una razón objetiva. Adicionalmente fundamentó el recurso en el 

cumplimiento total de lo dispuesto en la acción de tutela que promovió la 

actora, al manifestar que el Juez de tutela en ningún momento señaló que 

se realizara el pago de lo dejado de percibir, sino que se debían acatar 

todos los efectos a partir del reintegro; adujo que la interpretación del 

Juzgado respecto a esa sentencia es errónea. Finalmente argumentó que 

´conforme a lo manifestado por la demandante en su interrogatorio de 

parte, ella afirmó que goza de un buen estado de salud y que a raíz de la 

pandemia goza de una situación de trabajo remoto por sus preexistencias, 
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sin contar actualmente con ningún tipo de incapacidad, por tanto la orden 

de reintegro se convierte en una vinculación a perpetuidad.µ 

 

C O N S I D E R A C I O N E S 

 
De acuerdo con lo previsto en el artículo 66A del CPL y SS, la Sala 

examinará si la demandante es beneficiaria de la protección que establece 

la Ley 361 de 1997. 

 

En esta instancia no es objeto controversia que entre el demandante y la 

convocada a juicio, existió un contrato de trabajo por duración de la obra 

o labor contratada por el tiempo comprendido entre el 6 de julio de 2016 

y el 10 de noviembre de 2016, en virtud del cual prestó sus servicios como 

trabajadora en misión para desempeñar el cargo de Coordinadora 

Administrativa y Financiera en la empresa COLOMBITRADE S.A.S., el 

cual finalizó por decisión unilateral del empleador con la comunicación 

dirigida a la trabajadora de haber culminado la obra para la cual fue 

contratada en misión para la referida empresa usuaria. (fls. 12 a 25). 

 
Verificado lo anterior, se tiene que la Ley 361 de 1997, ´Por la cual se 

establecen mecanismos de integración social de las personas con limitación 

y se dictan otras disposicionesµ, específicamente en su artículo 26, 

dispone que ninguna persona puede ser despedida o su contrato 

terminado por razón de su limitación, salvo que medie autorización del 

Ministerio del Trabajo so pena del pago una indemnización equivalente a 

180 días del salario, sin perjuicio de las demás prestaciones e 

indemnizaciones a que hubiere lugar. 

 

A su vez el Decreto 2463 de 2001, en el artículo 7°, determinó los grados 

de la limitación así: limitación moderada, entre el 15% y el 25%, limitación 

severa, mayor al 25% pero inferior al 50% y limitación profunda, cuando 

la perdida de la capacidad laboral sea igual o mayor al 50%.  
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Ahora, la H. Corte Suprema de Justicia en su Sala de Casación Laboral, 

con radicación n.° 56315 del 7 de octubre de 2015, señaló que la 

estabilidad laboral consagrada en el artículo 26 de la Ley 361 de 1997 

´solo procede para aquellas personas que padezcan una limitación en 

grado severo y profundo y no para aquellas que presenten cualquier tipo 

de limitación y, menos, para quienes se encuentren en una incapacidad por 

motivos de salud o que tengan una afectación a estaµ; más recientemente 

en la sentencia SL5181-2019, esa Corporación determinó que la 

protección que brinda la citada Ley, se refiere a: 

 

 «(«)todas aquellas que su discapacidad comienza en el 15% de pérdida 
de capacidad laboral. Conforme a lo anterior, no le asiste razón al tribunal 
en cuanto sostiene que es suficiente la sola presencia de una debilidad 
manifiesta por motivos de salud, para merecer la especial protección de que 
trata el artículo 26 de la Ley 361 de 1997. Con la interpretación del juez 
colegiado se rompe la justificación de tal medida excepcional, pues, con la 
ampliación indeterminada del grupo poblacional para el cual el legislador 
creó la acción afirmativa de la estabilidad laboral reforzada se afecta la 
proporcionalidad de la medida, con la vulneración de otros derechos 
fundamentales como el de libertad…No se puede desviar su uso a fines 
distintos a los previstos en ella, como sucede cuando, a través de una 
interpretación sin rigor jurídico, se generaliza el campo de aplicación de la 
regla de estabilidad laboral reforzada como medio para satisfacer 
necesidades de protección propias de la seguridad social, cuya garantía ha 
de hacerse a través de otros mecanismos que sí sean idóneos, necesarios 
y proporcionados para ese fin, y que desarrollen los principios de la 
seguridad social como son la universalidad, la eficiencia, la progresividad, 
la solidaridad y sostenibilidad financiera, entre otros.µ 
 

De manera que, según las normas referidas y la jurisprudencia citada, 

para lograr la ineficacia del despido que da lugar al reintegro o la condena 

al pago de la indemnización, quien demanda debe probar su limitación 

física a partir por lo menos del grado moderado y que su condición física 

fue la causa del despido.  

 

Entonces, se reitera para que la demandante pueda acceder a la 

protección especial contenida en la Ley 361 de 1997, le corresponde 

demostrar en el juicio que, para el momento en que  se produjo su 

desvinculación laboral tenía pérdida de la capacidad laboral por lo menos 

en el grado moderado.  
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Ahora, según el material probatorio allegado al plenario, no se evidencia 

que la demandante hubiera sido valorada para calificación de pérdida de 

su capacidad laboral, ni se establece que para el momento de la 

desvinculación padeciera de ninguna limitación física, lo que conduce a 

concluir válidamente que, la terminación del contrato de trabajo de la 

misma, no ocurrió por esta situación, en consideración a que se insiste, 

para la fecha de finalización del vínculo, no había sido calificada por las 

entidades competentes, ni se podía considerar como una persona con 

discapacidad física. En conclusión, la  actora para el momento en que el 

empleador finalizó su vínculo laboral no estaba amparada por la 

estabilidad reforzada prevista en la Ley 361 de 1997. 

 

Cabe precisar que la Corte Constitucional en la sentencia SU-049 de 

2017, indicy: ´se ha amparado el derecho a la estabilidad ocupacional 

reforzada de quienes han sido desvinculados sin autorización de la oficina 

del Trabajo, aun cuando no presenten una situación de pérdida de 

capacidad laboral moderada, severa o profunda, ni cuenten con 

certificación que acredite el porcentaje en que han perdido su fuerza 

laboral, si se evidencia una situación de salud que les impida o dificulte 

sustancialmente el desempeño de sus labores en condiciones regulares.µ, 

presupuesto que  no aplica en este caso, como quiera que ninguna prueba 

demuestra que la demandante tenga un padecimiento que le dificulte el 

desempeño de la actividad laboral para la que estuvo inicialmente 

contratada y a la que fue posteriormente reintegrada; así mismo se debe 

tener en cuenta que según los apartes de su historia clínica incorporados 

a folios 18 a 24, si bien dan cuenta del padecimiento que en su momento 

la aquejó, y que le generaron incapacidades anteriores y posteriores a la 

cirugía que se le practicó, lo cierto es que  según lo confesado por la propia 

demandante al absolver interrogatorio de parte actualmente está 

superada la enfermedad que padeció y continúa con el tratamiento 

médico que se le ordenó de carácter preventivo, por lo cual dijo ejercer 

sus actividades laborales de manera normal, desde la fecha de su 

reintegro ordenado por vía constitucional y cumplido por la parte 

demandada.  
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Acorde con lo discurrido, es evidente que para fecha en que ocurrió el 

despido, no se encontraba la demandante en ninguna de las situaciones 

contempladas en la norma que regula el tema de la estabilidad laboral 

reforzada para ser tenida como trabajadora en estado de debilidad 

manifiesta, lo que descarta que la finalización del vínculo laboral hubiese 

tenido como motivación su condición física, sin que pueda pretender la 

actora que su vinculación laboral se mantenga de manera indefinida con 

una empresa de servicios temporales, como lo es la demandada, cuando 

claramente pactó un contrato de trabajo por obra o labor para realizar 

una actividad específica y determinada en una empresa usuaria, al 

respecto cabe citar otro de los apartes de la sentencia ya reseñada que en 

lo pertinente señaló: 

 

´En otras palabras, la legislación que protege la estabilidad de los 
trabajadores en condiciones de discapacidad relevante no consagra 
derechos absolutos o a perpetuidad a favor de este sector de la población, 
los cuales puedan ser oponibles en toda circunstancia a los intereses 
generales del Estado y de la sociedad, o a los legítimos derechos de otros, 
entre ellos los del empleador. Así lo sostuvo la propia Corte Constitucional 
en la sentencia C-531 de 2000 al estudiar este punto. Esto significa que 
no le corresponde al empleador asumir la responsabilidad de tener 
contratado a este trabajador indefinidamente, a pesar de que sea 
imposible el cumplimiento de la obligación esencial a cargo del 
trabajador, como es la prestación personal del servicio, porque la 
discapacidad resultare incompatible e insuperable en el cargo 
desempeñado o cualquier otro que haya dentro de la empresa. Es decir, 
la responsabilidad del empleador de garantizar la estabilidad laboral en 
estos casos va hasta cuando la discapacidad laboral le permita al 
trabajador prestar el servicio en los puestos de trabajo que existan dentro 
de la empresa. Por tal razón, del mismo texto del artículo 26 en comento, 
en concordancia con la sentencia C-531 de 2000 de la Corte 
Constitucional, se colige que, si se presenta la situación de que la 
discapacidad haga imposible la prestación del servicio por parte del 
trabajador, el retiro del trabajador por este motivo no se puede considerar 
discriminatorio.µ 

 

En consecuencia, se revocará el fallo de primera instancia en cuanto 

condenó al reintegro de la actora, así como al pago de la indemnización 

prevista en el artículo 26 de la Ley 361 de 1997, para en su lugar absolver 

a la sociedad demandada de las referidas pretensiones incoadas por la 

demandante.  
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Ahora bien, respecto al pago de las sumas causadas con ocasión del 

reintegro ordenado por el juez constitucional y las que condenó el a quo, 

en la referida sentencia de tutela de manera clara se indicó tanto en la 

parte motiva como resolutiva de esa decisión que ́ el reconocimiento y pago 

de las demás prestaciones y emolumentos que se deriven del reintegro de 

la demandante, excluidos los correspondientes a seguridad social, que son 

inmediatos, podrán ser exigidos ante la jurisdicción ordinaria.µ (fls. 29-48) 

 

La parte demandada cumplió la referida orden de reintegro laboral de la 

trabajadora, sin que tenga respaldo lo aducido al interponer el recurso de 

apelaciyn al sostener que ´el Juez de tutela en ningún momento señaló que 

se realizara el pago de lo dejado de percibir, sino que se debían acatar 

todos los efectos a partir del reintegroµ; en consecuencia, es claro que se 

le debían pagar los salarios y las prestaciones causados durante el tiempo 

del despido, esto es desde el 11 de noviembre de 2016 hasta el 26 de enero 

de 2017, lo cual no ocurrió según lo confesado en el interrogatorio de 

parte que rindió la representante legal de la sociedad al manifestar que 

los pagos correspondiente al primer despido no han sido realizados. En 

igual sentido declaró Irene Urrea Spinelli trabajadora de la empresa  

demandada, cuando informó que en efecto existió un segundo despido 

después de la orden inicial de reintegro dispuesta por el Juez de Tutela, 

como también una nueva reinstalación de la operaria, respecto del cual 

si se efectuaron unos pagos, pero no sobre el primer contrato, por lo que 

no queda duda frente a la condena impuesta por el Juzgado por los 

salarios y las prestaciones dejados de percibir durante el tiempo en que 

estuvo desvinculada la demandante y como consecuencia del reintegro 

ordenado por vía de tutela, como ya se determinó. Por lo tanto, tales 

condenas deben ser confirmadas. 

 

COSTAS.  
Sin costas en esta instancia. 

 
En mérito de lo expuesto la Sala Sexta de Decisión Laboral del 
Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, administrando 
justicia en nombre de la Republica y por autoridad de la ley, 
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RESUELVE: 
 
PRIMERO: REVOCAR los numerales PRIMERO, SEGUNDO Y CUARTO 

de la parte resolutiva de la sentencia proferida por el Juzgado Dieciséis 

Laboral del Circuito de Bogotá, el 25 de septiembre de 2020, en cuanto 

declaró ineficaz la desvinculación laboral de la demandante al 

considerarla como beneficiaria de la estabilidad laboral reforzada prevista 

en la Ley 361 de 1997 y ordenó su reintegro laboral, así como  el pago de 

la indemnización prevista en el artículo 26 de la referida norma, para en 

su lugar ABSOLVER a la parte demandada de tales pretensiones, de 

acuerdo con lo considerado en la parte motiva. 

 

 
SEGUNDO: CONFIRMAR la sentencia recurrida en todo lo demás. 

 

 
TERCERO: SIN COSTAS en esta instancia. 

 
 

Esta decisión se notificará mediante edicto. 

 

Los Magistrados, 

 

 

 

LORENZO TORRES RUSSY 
 

 

 

MARLENY RUEDA OLARTE 

 

 

MANUEL EDUARDO SERRANO BAQUERO  










































































































































